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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 13 de agosto de 2024. 

I. 

 

Por hechos ocurridos el 11 de agosto de 2013, el 25 de junio 

de 2014 el Ministerio Público presentó Acusación contra la Sra. 

Norma Ivette Atiles Santana por infracción al Art. 4(E) de la Ley 

Núm. 105 del 8 de agosto de 2007, conocida como la Ley de Metales 

de Puerto Rico, según enmendada.1 Como parte de una alegación 

preacordada, el 2 de diciembre de 2014 Atiles Santana aceptó su 

culpa luego de que se le reclasificara el delito a Apropiación ilegal 

menos grave, conforme el Art. 181 del Código Penal del 2012.2 En 

esta misma fecha, el Tribunal de Primera Instancia emitió Sentencia, 

declaró culpable a Atiles Santana y le impuso una multa de 

doscientos dólares ($200.00). 

El 20 de marzo de 2024, Atiles Santana solicitó se les 

devolvieran las huellas digitales y fotos que formaron parte del 

 
1 Art. 4 (e) de la Ley del Registro de Existencia de Materiales Metálicos, Ley Núm. 

105-2007, 25 LPRA §1103. 
2 CÓD. PEN. PR art. 181, 33 LPRA § 5251 (2021). 
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proceso criminal por el cual fue convicta. El 8 de abril de 2024 el 

Ministerio Público se opuso, fundamentado en que solo procede la 

referida devolución en casos de absolución o de indulto final y que, 

por el contrario, Atiles Santana fue declarada culpable y convicta. 

El 25 de abril de 2024 el foro primario celebró una vista para 

atender la solicitud. De la Minuta surge que, luego de escuchar los 

argumentos de las partes, el Tribunal de Primera Instancia declaró 

Ha Lugar la solicitud de Atiles Santana y ordenó la devolución de 

las huellas digitales y fotografías.3 Inconforme, el 15 de mayo de 

2024, el Ministerio Público presentó Moción en Solicitud de 

Reconsideración. Declarada No Ha Lugar el 20 de mayo de 2024, 

notificada el 21, el 29 de mayo de 2024 el Ministerio Público recurrió 

ante nos mediante Certiorari Criminal. Plantea:  

Primer Error:  

El Tribunal de Primera Instancia cometió un err[or] en 

derecho al interpretar que la Ley [de] Huellas Digitales 

y Fotografías por Delito Grave le exige al Ministerio 

Público demostrar una circunstancia especial para 

poder retener las huellas digitales y las fotografías a una 

persona que resultó culpable de un delito, por lo que 

abusó de su discreción al ordenar la devolución de 

estas.  

 

 El 3 de junio de 2024 emitimos Resolución concediéndole 

veinte (20) días a Atiles Santana para expresar su posición. 

Resolvemos sin el beneficio de su comparecencia. 

II. 

La toma de fotografías y huellas dactilares a las personas 

detenidas para responder de un delito público es una práctica 

aceptable como parte de las labores inherentes y el trabajo 

investigativo de la Policía.4  

 
3 Decisión que posteriormente fue emitida por escrito mediante Resolución 
Enmendada, emitida el 29 de abril de 2024 y notificada el mismo día. Anejo VII 

del recurso, págs. 9-11. 
4 Pueblo v. 115 DPR, pág. 130. 
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En lo pertinente, la Ley de Huellas Digitales y Fotografías por 

Delito Grave, el Art. 4 de Ley Núm. 45 de 3 de junio de 1983,5 

dispone lo siguiente: 

Cualquier persona a la que se le impute la comisión de 

un delito grave o menos grave producto de una misma 
transacción o evento que resulte absuelta luego del 
juicio correspondiente, o por orden o resolución del 

tribunal o toda persona que reciba un indulto total 
y absoluto del Gobernador, podrá solicitar al Tribunal 

la devolución de las huellas digitales y fotografías. El 
peticionario notificará al Ministerio Público y de éste no 
presentar objeción dentro del término de diez días, el 

Tribunal podrá ordenar, sin vista, la devolución 
solicitada. De haber objeción del Ministerio Público, el 

tribunal señalará vista pública a esos efectos.6 
 

En la exposición de motivos de esta Ley Núm. 45 de 3 de junio 

de 19837 se establece que la toma de fotografías y huellas dactilares 

“son procedimientos usuales y necesarios para la labor de la policía 

en protección de la seguridad pública y en la persecución del 

crimen”.8 Puesto que tiene doble propósito: 1) identificar al 

imputado como la persona que incurrió en el acto delictivo; y 2) 

ayudar a su procesamiento si reincidiere.9 

A poco examinamos la precitada disposición legal, notamos 

que puede solicitarse la devolución de las huellas digitales y 

fotografías: cuando la persona resulte absuelta, luego del juicio 

correspondiente; por orden o resolución del Tribunal; o cuando la 

persona reciba un indulto total y absoluto del Gobernador.10 

En Archevali v. E.L.A., 110 DPR 767 (1981), el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico concluyó que cuando un acusado es 

declarado culpable del delito imputado “no procede la devolución del 

récord de investigación, ni las fotografías ni las huellas digitales. Esa 

información es útil para el Estado en caso de que la recurrida 

 
5 Ley de Huellas Digitales y Fotografías por Delito Grave, Ley Núm. 45 de 3 de 

junio de 1983, 25 LPRA § 1151 et seq. (2016). 
6 25 LPRA § 1154. 
7 Exposición de Motivos de la Ley 45, 1983 Leyes de Puerto Rico [1].  
8 Íd.  
9 Pueblo v. 115 DPR, pág. 130.  
10 25 LPRA § 1154. 
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reincida en otros delitos”.11 Aun en los casos en que pudieren 

devolverse las huellas digitales y fotografías tomadas, el precitado 

estatuto otorga discreción al tribunal la decisión de así hacerlo. En 

Pueblo v. Torres Albertorio, 115 DPR 128, (1984) el Tribunal 

Supremo se expresó de la siguiente manera: 

[P]arece dejar a la discreción del tribunal la decisión 
sobre devolver al imputado absuelto las huellas 

digitales y fotografías tomadas. Ante el reconocimiento 
constitucional de la inviolabilidad de la dignidad del ser 
humano y del derecho a la protección de su intimidad 

Art. II, Secs. 1 y 8 de la Constitución tal discreción no 
puede ejercerse livianamente. Podrá denegarse la 

solicitud sólo cuando se justifique cumplidamente ante 
el tribunal mediante prueba convincente, que existen 
circunstancias especiales que ameriten que la Policía 

conserve, en cuanto a la persona afectada, las huellas 
digitales y fotografías que le hubieran sido tomadas. En 

ese caso dicha información deberá mantenerse en los 
archivos de la Policía como confidencial, para uso 
exclusivo de la Policía, y no deberá divulgarse como 

parte del récord de arresto o certificados de conducta de 
dicha persona.12 
 

III.  

 El Ministerio Público sostiene que el foro primario erró al 

interpretar que la Ley de Huellas Digitales y Fotografías por Delito 

Grave, Ley Núm. 45 de 3 de junio de 198313 le exige demostrar una 

circunstancia especial para poder retener las huellas digitales y las 

fotografías de una persona que fue convicta por un delito, de manera 

que al ordenar la devolución de estas el Tribunal abusó de su 

discreción. Tiene razón. Veamos por qué.  

 Como relacionamos previamente, Atiles Santanta fue acusada 

por infringir el Art. 4(E) de la Ley Núm. 105 de 8 de agosto de 200714 

codificado como un delito grave. Posteriormente, Atiles Santana hizo 

alegación de culpabilidad tras reclasificársele el delito por el de 

 
11 Archevali v. E.L.A., 110 DPR 767, 771 (1981). 
12 Pueblo v. Torres Albertorio, 115 DPR 128, 136 (1984) (En dicho caso la persona 

acusada fue absuelta por un jurado. Por lo que el Tribunal determinó que las 

huellas digitales y fotografías no pueden ser retenidas por la Policía sin que se 

demuestre justificación una vez el imputado sea absuelto.  Así pues, se vislumbró 

el efecto que tendría dicha retención ante su posible divulgación en una persona 

que fue posteriormente exonerada de delito en cuanto a su derecho a la intimidad, 
aspectos económicos, oportunidades educativas y de empleo).   
13 25 LPRA §§ 1151-1154. 
14 25 LPRA § 1103. 
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Apropiación ilegal menos grave. Tratándose de un caso en que medió 

una alegación de culpa, el Ministerio Público no tenía la obligación 

de justificar la retención de las huellas digitales y fotografías, como 

tiene que hacerlo en casos donde la persona resulta absuelta o 

indultada total y absolutamente. 

Ausente algún supuesto de devolución contemplado en el Art. 

4 de la Ley Núm. 45 de 3 de junio de 1983,15 concluimos que erró el 

Tribunal de Primera Instancia al ordenar la devolución de las fotos 

y huellas solicitada.16  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, expedimos el Auto de 

Certiorari, y revocamos la decisión recurrida.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
15 25 LPRA §§ 1151-1154. 
16 Minuta, Anejo VI -A del recurso, pág 7. 


